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Sánchez Ramos, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 El Sr. Reynaldo Ávila Vázquez (el “Peticionario”), miembro de 

la población correccional, nos solicita, por derecho propio, que 

revisemos una decisión del Tribunal de Primera Instancia (“TPI”), 

mediante la cual se denegó una moción de modificación de 

sentencia.  Según se explica en detalle a continuación, concluimos 

que erró el TPI al negarse a modificar la sentencia de uno de los 

cargos por los cuales el Peticionario se declaró culpable.  

I. 

Por hechos ocurridos el 31 julio de 2014, el Peticionario fue 

acusado por: violación al Artículo 190 (robo agravado, 

ABD2014G0298, o “Cargo por Robo”), tentativa de infringir el 

Artículo 93B del Código Penal (tentativa de asesinato en primer 

grado, AVI2014G0037, o “Cargo por Tentativa de Asesinato”) y 

violación a los Artículos 5.04 (portación y uso de armas de fuego, 

ALA2014G0206, o “Cargo 5.04”) y 5.15 de la Ley de Armas (disparar 

o apuntar armas, ALA2014G0207, “Cargo 5.15”).  33 LPRA secs. 

5260 y 5142; 25 LPRA secs. 458c y 458n.  
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Las partes llegaron a un acuerdo y, de conformidad con el 

mismo, se presentó una Moción sobre Alegación Preacordada, de la 

cual surge que se acordó reclasificar el Cargo por Robo a uno por 

tentativa de robo, con sentencia recomendada de 15 años.  En 

cuanto al Cargo por Tentativa de Asesinato, se acordaron 

atenuantes, por lo cual se recomendó una pena de 15 años (luego 

de deducir 20% de la pena fija de 20 años).  El acuerdo contempló 

que estas dos sentencias fuesen concurrentes entre sí, para un total 

de 15 años.   

En cuanto a los casos bajo la Ley de Armas, se recomendó, 

por el Cargo 5.04, una pena de 5 años, la cual, al aplicarse el 

Artículo 7.03 de la Ley de Armas, se duplica a 10 años de cárcel.  

Por el Cargo 5.15, la pena sugerida fue de 1 año; luego de aplicar lo 

dispuesto en el referido Artículo 7.03, la pena se duplica a 2 años.  

Estas penas se cumplirían consecutivas entre sí, y consecutivas con 

los delitos anteriores. 

Acogido el acuerdo, el 29 de enero de 2015, el TPI emitió una 

Sentencia mediante la cual impuso al Peticionario las sentencias 

acordadas, para un total de 27 años de cárcel. 

 El 18 julio de 2018, el Peticionario presentó una “Moción al 

Amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal” (la “Moción”), 

en la cual, por derecho propio, solicitó que se modificara su 

sentencia al amparo del Artículo 36 del Código Penal de 2012. 

Sostuvo que su condena por el Cargo por Robo no debió exceder de 

10 años.  Adujo, además, que las sentencias impuestas por los 

cargos bajo la Ley de Armas eran de igual forma excesivas.    

Mediante una Orden notificada el 31 de julio de 2018 (la 

“Orden”), el TPI denegó la Moción.  Insatisfecho, el 16 de agosto de 

2018, el Peticionario presentó el recurso que nos ocupa, en el cual 

reitera lo planteado ante el TPI.  
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El 11 de septiembre de 2018, emitimos una Resolución, 

mediante la cual ordenamos al Procurador General mostrar causa 

por la cual no debíamos concluir que la sentencia, en cuanto al 

Cargo por Robo, era ilegal.  

Así pues, el Procurador General, mediante escrito presentado 

el 25 de septiembre de 2018, aceptó que “la pena impuesta por el 

delito de robo agravado, en su modalidad de tentativa, excede la 

pena máxima establecida”.  Sin embargo, resaltó que la corrección 

de dicha pena no afectaría el tiempo total de cárcel (27 años) que el 

Peticionario tendría que cumplir, dada la corrección de las otras 

penas impuestas por el TPI.    

II. 

A. 

La Regla 185 de las de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. 

II, R. 185, entre otras cosas, permite al TPI corregir en cualquier 

momento una sentencia ilegal o sus errores de forma.  Pueblo v. 

Contreras Severino, 185 DPR 646, 658–659 (2012).  Una sentencia 

ilegal es “aquella que un tribunal dicta sin jurisdicción o autoridad, 

en abierta contravención al derecho vigente”.  Pueblo v. Pérez Rivera, 

129 DPR 306, 322 (1991); E. L. Chiesa Aponte, Derecho Procesal 

Penal de Puerto Rico y Estados Unidos, Colombia, Ed. Forum, 1993, 

Vol. III, sec. 23.8, pág. 562.  

 “Una alegación de culpabilidad puede ser el producto de una 

negociación entre el Ministerio Público y el abogado del imputado 

por medio de la cual el acusado se declara culpable a cambio de 

ciertos beneficios que el Estado le concede.” Pueblo v. Santiago 

Agricourt, 147 DPR 179, 194 (1998).  El acuerdo producto de la 

negociación se conoce como una alegación preacordada. Íd.  Véanse 

también Pueblo v. Acosta Pérez, 190 DPR 823, 830 (2014).  

La Regla 72 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 72, 

establece el procedimiento que rige las alegaciones preacordadas. 
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En primer lugar, dispone que el acusado puede acordar con el 

Ministerio Público hacer una alegación de culpabilidad por el delito 

imputado en el pliego acusatorio, por uno inferior o uno relacionado.  

Íd.  Cuando el tribunal acepta una alegación preacordada de 

culpabilidad, por un delito inferior o relacionado, el Ministerio 

Público tiene que solicitar la enmienda del delito imputado en el 

pliego acusatorio.  El Ministerio Público también puede acordar, 

según la Regla 72(1) de Procedimiento Criminal, supra:   

(a) [s]olicitar el archivo de otros cargos pendientes que 

pesen sobre él [acusado]; 
(b) eliminar alegación de reincidencia en cualquiera de 
sus grados; 

(c) recomendar una sentencia en particular o no 
oponerse a la solicitud que haga la defensa sobre una 

sentencia específica, entendiéndose que ni lo uno ni lo 
otro serán obligatorios para el tribunal, o 
(d) acordar que determinada sentencia específica es la 

que dispone adecuadamente del caso.  
 

 Si las partes llegan a un acuerdo, se informará al tribunal 

para fines del récord.  Cuando el Ministerio Público acuerde solicitar 

el archivo de cargos, eliminar las alegaciones de reincidencia o 

acordar una sentencia específica, “el tribunal podrá aceptarlo o 

rechazarlo, o aplazar su decisión hasta recibir y considerar el 

informe presentencia.” Regla 72(2) de Procedimiento Criminal, 

supra.   

Por otro lado, cuando el Ministerio Público se obliga a 

recomendar una sentencia, o no oponerse a una petición de 

sentencia presentada por la defensa, el tribunal tiene que advertir 

al acusado que, si acepta la alegación de culpabilidad, no está 

obligado a seguir la recomendación ni a conceder la petición.  Íd.   

Cuando el tribunal rechaza la alegación preacordada, “así lo 

informará y advertirá al imputado […], que el tribunal no está 

obligado por el acuerdo, y brindará al imputado la oportunidad de 

retirar su alegación [de culpabilidad].”  Regla 72(4) de Procedimiento 

Criminal, supra.  En los casos que se acepte la alegación 
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preacordada, el tribunal “informará al imputado que la misma se 

incorporará y se hará formar parte de la sentencia.” Regla 72(3) de 

Procedimiento Criminal, supra. 

Al examinar la alegación preacordada de culpabilidad, y antes 

de aceptarla, el tribunal deberá evaluar los siguientes aspectos: (1) 

que la alegación preacordada fue efectuada con pleno conocimiento, 

conformidad y voluntariedad del imputado; (2) que es conveniente a 

una sana administración de justicia; (3) que ha sido lograda 

conforme a derecho y a la ética; (4) que el imputado es consciente 

de todos los efectos y las repercusiones que tendrá su alegación; (5) 

que se han observado los requisitos establecidos en la Carta de 

Derechos de las Víctimas y Testigos de Delito; (6) que existe base 

suficiente en los hechos para sostener la alegación de culpabilidad. 

Acosta Pérez, 190 DPR a las págs. 831-832.  

Por su parte, se puede atacar colateralmente una sentencia, 

aunque sea producto de un preacuerdo, al amparo de la Regla 192.1 

de las de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R.192.1.   Pueblo 

v. Torres Cruz, 194 DPR 53 (2015).  Véanse también, Pueblo v. 

Román Mártir, 169 DPR 821, 824 (2007); Pueblo v. Pérez Adorno, 178 

DPR 946, 964-66 (2010).  

B. 

La tentativa de delito existe cuando la persona realiza o 

incurre en omisiones inequívoca e inmediatamente dirigidas a 

iniciar la ejecución de un delito, el cual no se consuma por 

circunstancias ajenas a su voluntad. Artículo 35 del Código Penal 

de 2012, 33 LPRA sec. 5048.  

En cuanto a las penas por tentativa, el Artículo 36 del mismo 

Código, 33 LPRA sec. 5049, dispone -en su parte pertinente- que 

toda tentativa de delito grave conlleva una pena igual a la mitad de 

la pena señalada para el delito consumado, pero que la misma no 

puede exceder de diez (10) años.  La única excepción es para la 
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tentativa de un delito que conlleve una pena de reclusión por un 

término fijo de noventa y nueve (99) años; en este caso, la pena fija 

es de veinte (20) años. 

En lo pertinente, la pena fija para el delito de robo es de 25 

años, 33 LPRA sec. 5260, y para el delito de asesinato, 99 años, 33 

LPRA sec. 5143.  Por su parte, en cuanto a la imposición de 

circunstancias agravantes y atenuantes, el Artículo 67 del Código 

Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5100, dispone, en su parte pertinente, 

lo siguiente: 

La pena será fijada de conformidad con lo dispuesto en 
cada sección de este Código. Excepto en delitos cuyo 

término de reclusión señalado en el tipo sea de noventa 
y nueve (99) años, el tribunal podrá tomar en 
consideración la existencia de circunstancias 

atenuantes y agravantes dispuestas en las secs. 5098 y 
5099 de este título. En este caso, de mediar 

circunstancias agravantes, la pena fija establecida 
podrá ser aumentada hasta un veinticinco (25) por 
ciento; de mediar circunstancias atenuantes podrá 

reducirse hasta en un veinticinco (25) por ciento de la 
pena fija establecida. 

 

C. 

El Artículo 5.04 de la Ley de Armas de Puerto Rico, codifica el 

delito de la siguiente forma: “[t]oda persona que transporte cualquier 

arma de fuego o parte de ésta, sin tener una licencia de armas, o 

porte cualquier arma de fuego sin tener su correspondiente permiso 

para portar armas, incurrirá en delito grave y convicta que fuere, 

será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de diez 

(10) años. […] De mediar circunstancias agravantes, la pena fija 

establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de veinte (20) 

años; de mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida 

hasta un mínimo de cinco (5) años. […].” Artículo 5.04, Ley Núm. 

404-2000, Ley de Armas de Puerto Rico, 25 LPRA sec. 458(c). 

El Artículo 5.15 de la Ley de Armas (25 LPRA sec. 458(n)) 

dispone que la persona que disparare o apunte un arma:  

(a) Incurrirá en delito grave con pena de reclusión por 
un término fijo de cinco (5) años, toda persona que, 
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salvo en casos de defensa propia o de terceros, o de 
actuaciones en el desempeño de funciones oficiales o 

actividades legítimas de deportes: 

[…] 

(2) intencionalmente, aunque sin malicia, 

apunte hacia alguna persona con un arma, 

aunque no le cause daño a persona alguna. 

De mediar circunstancias agravantes, la 
pena establecida podrá ser aumentada 
hasta un máximo de diez (10) años; de 

mediar circunstancias atenuantes, podrá 
ser reducida hasta un mínimo de un (1) 

año. 

 Por otro lado, el Artículo 7.03 de la Ley de Armas, dispone lo 

relacionado al agravamiento de las penas bajo dicha ley, bajo ciertas 

circunstancias; a tal efecto, se dispone lo siguiente (25 LPRA sec. 

460b) (énfasis suplido): 

Art. 7.03 Agravamiento de las penas 

 
… 

Todas las penas de reclusión que se impongan bajo 
este capítulo serán cumplidas consecutivamente 
entre sí y consecutivamente con las impuestas bajo 

cualquier otra ley. Además, si la persona hubiere sido 
convicta anteriormente por cualquier violación a este 
capítulo o por cualquiera de los delitos especificados en 

la sec. 456j de este título o usare un arma en la 
comisión de cualquier delito y como resultado de tal 

violación alguna persona sufriera daño físico o 
mental, la pena establecida para el delito se duplicará.  

 

 Conforme dicha norma, el agravamiento de la pena no es un 

ejercicio discrecional que debe ser dirimido por el juzgador, sino una 

aplicación estatutaria que se impone sobre la pena, al cumplirse los 

supuestos que la propia Ley de Armas provee.  Por ello, el tribunal 

no goza de discreción para duplicar la pena, conforme al Art. 7.03 

de la Ley de Armas, supra.  Más bien esta disposición es de 

aplicación automática al coincidir los criterios en esta enumerados. 

III. 

Como bien reconoce el Procurador General, la pena impuesta 

por el Cargo por Robo excede la pena máxima contemplada por ley.  

Según expuesto arriba, de conformidad con el Artículo 36 del Código 

Penal, supra, la pena máxima que se podía aplicar a dicho cargo era 
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10 años.  Por tanto, la pena impuesta al Peticionario por este cargo 

(15 años), al exceder dicho máximo, es ilegal.  Erró el TPI al negarse 

a corregir dicha sentencia. 

Por otro lado, el Peticionario no demostró que ninguna de las 

otras sentencias sean ilegales.  La pena impuesta por el Cargo por 

Tentativa de Asesinato es legal – corresponde a la pena fija (20 años), 

ajustada a 15 años en atención a los atenuantes acordados.   

Por su parte, en cuanto al Cargo 5.04, el TPI válidamente 

impuso una pena de 5 años (inferior a la pena fija de 10 años); luego, 

por virtud del mandato del Artículo 7.03, supra, duplicó la pena a 

un total de 10 años.  Adviértase, al respecto, que al Peticionario se 

le imputó haber utilizado el arma para herir de bala a una persona 

en el cuello.  De forma similar, en cuanto al Cargo 5.15, el TPI 

válidamente impuso una pena de 1 año (menor a la pena fija de 5 

años); por virtud del mandato del Artículo 7.03, supra, duplicó esta 

pena a 2 años.  Las penas por los cargos bajo la Ley de Armas fueron 

impuestos consecutivos entre sí, y consecutivos con los otros cargos, 

de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 7.03, supra. 

 Así pues, concluimos que procede corregir únicamente la 

sentencia por el Cargo por Robo, de 15 años a 10 años.  No obstante, 

y como bien señala el Procurador General, esta modificación no 

cambia la condena total del Peticionario (27 años de reclusión), pues 

dicha sentencia es concurrente con la de 15 años, válidamente 

impuesta en conexión con el Cargo por Tentativa de Asesinato.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se expide el auto 

solicitado y se modifica la sentencia en el caso núm. 

ABD2014G0298 a diez (10) años de reclusión; se mantienen 

inalteradas las demás sentencias, así como el modo de cumplir las 

mismas. 
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 Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


